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1. Disposiciones generales

4733

CORTES GENERALES

4732 RESOLUCION de 24 de febrero de 1994. del
Congreso de los Diputados. por la que se orde­
na la publicación del acuerdo de convalidación
del Real Decreto-Iey 2/1994. de 4 de febrero.
por el que se acuerdan moratorias en las tarifas
de utilización del agua y una transferencia de
caudales en la cuenca del Almanzora.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86.2
de la Constitución. el Congreso de los Diputados. en
su sesión del día de hoy. acordó convalidar el Real Decre­
to-Iey 2/1994. de 4 de febrero. por el que se acuerdan
moratorias en las tarifas de utilización del agua y una
transferencia de caudales en la cuenca del Almanzora.
publicado en el «Boletín Oficial del Estado» número 36,
de 11 de febrero de 1994.

Se ordena la publicación para general conocimiento.

Palacio del Congreso de los Diputados. 24 de febrero
de 1994.-EI Presidente.

PONS IRAZAZABAL

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA

REAL DECRETO 64/1994. de 21 de enero,
por el que se modifica el Real Decreto
111/1986, de 10 de enero. de desarrollo par­
cial de la Ley 16/1985. de 25 de junio, del
Patrimonio Histórico Español.

El presente Real Decreto modifica parcialmente el
Real Decreto 111/1986. de 10 de enero. de desarrollo
parcial de la Ley 16/1985. de 25 de junio, del Patrimonio
Histórico Español.

La razón de esta modificación parcial es la necesi­
dad de adaptar el Real Decreto 111/1986 a la doctri­
na sentada en la Sentencia del Tribunal Constitucio­
nal 17/1991. de 31 de enero. Asimismo. se ha apro­
vechado la oportunidad para introducir en el contenido
de la disposición cambios aconsejados por la experiencia
acumulada en los años de aplicación desde que fue
aprobada.

El principal juicio sobre la constitucionalidad de la
Ley del Patrimonio Histórico Español se refiere a la com­
petencia estatal para legislar en materia de patrimonio
histórico y. en particular. para legislar sobre las potes­
tades de declaración de bienes de interés cultural y con­
secuente sumisión al régimen legal de estos bienes. El
Estado. según el alto Tribunal. es competente sólo para
los casos determinados en el artículo 6.b) de la Ley.
es decir: bienes adscritos a servicios públicos gestio-

nadas por el Estado O' integrantes del Patrimonio Nacio­
nal. Se ha procedido en consecuencia a la reforma del
articulado del Real Decreto 111/1986 con arreglo a
tal criterio y se suprimen las referencias al procedimiento
administrativo que las Comunidades Autónomas deben
seguir para la declaración de bien de interés cultural.
inclusión y exclusión del inventario general y otros aspec­
tos concordantes. De este modo, el Real Decreto es úni­
camente aplicable -en este ámbito primario de protec­
ción- a la Administración General del Estado.

Los motivos de oportunidad que fundamentan otras
modificaciones. singularmente la inclusión de un nuevo
capítulo teréero en el Título 111 con un único artículo.
son los siguientes: el artículo 57 bis viene a desarrollar
la competencia estatal sobre expoliación. desarrollo
ausente en el Real Decreto 111/1986. Se ha redactado
este artículo 57 bis de modo que las potestades de la
Administración General del Estado sólo se ejerciten en
caso de que otros poderes públicos -y singularmente
las Comunidades Autónomas- no adopten medidas sufi­
cientes para evitar la expoliación. En este sentido. el
nuevo artículo 57 bis parte del principio de intervención
mínima. pero sin menoscabo de los títulos estatales
sobre la materia.

Un segundo motivo de reforma reside en el mandato
contenido en la disposición adicional tercera de la
Ley 30/1992. de Régimen Jurídico de las Administra­
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común. que ordena la adaptación a este nuevo marco
jurídico de los procedimientos administrativos. Al efecto
se modifican los artículos 6, 9 y 49 del Real Decreto.

En la elaboración del proyecto de reforma se han
tenido en cuenta las observaciones que al borrador pre­
sentaron las Comunidades Autónomas que lo conside­
raron conveniente. por lo que puede decirse que el pre­
sente constituye un texto concertado entre las distintas
Administraciones públicas competentes.

Por consiguiente. a propuesta conjunta de los Minis­
tros de Cultura. Economía y Hacienda e Interior, con
la aprobación del Ministro para las Administraciones
Públicas. de acuerdo con el Consejo de Estado y previa
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del
día 21 de enero de 1994.

DISPONGO:

Artículo primero.

Se modifican los artículos que se indican a continua­
ción del Título I del Real Decreto 111/1986. de 10 de
enero:

1. Se modifica el párrafo b) del artículo 4. que queda
redactado como sigue:

«b) Vocales: uno en representación de cada
Comunidad autónoma.»

2. Se modifica el apartado 6 del artículo 6. que que­
da redactado como sigue:


